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RESUMEN: El reparto de conductas punibles entre el Código Penal militar de 1985 
y el Código Penal común de 1995 se efectuó, fundamentalmente, en función de que 
en el primero sólo se tipificaron las conductas que el legislador consideró como 
"delitos militares•. Sin embargo, uno de los problemas más arduos y menos aten-
didos en la doctrina es, precisamente , definir qué es un "delito militar·, y éste es el 
problema que abordo. En este sentido, fundamento un concepto restrictivo de 
"delito militar•. Esta noción, en mi opinión, puede ser una herramienta para justi-
ficar por qué determinadas conductas podrian estar incriminadas en una normati-
va penal militar y no en la común. 
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minalize conducts that were consiclered as .. miJitary crimes·. However, one of the 
most arduous problem ancl least studied in the literature is just to define what a 
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l. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
LA REFORMA DE LA LEGISLACIÓN PENAL castrense franquista concluyó en 1985 COn la promulgación de un Código penal militar que, a diferencia de sus pre-decesores, no fue pensado para la persecución política, sino para castigar 
-al menos sobre el papel- "delitos militares" realizados -aunque no siempre- por 
militares. De este modo, el trazado de las fronteras materiales entre la legisla-
ción penal militar y la común se realizó a partir del concepto de .. delito militar", 
entendiendo como tal cualquier conducta tipificada en el Código castrense. Estas 
fronteras no se alteraron, en lo sustancial, con la promulgación del Código penal 
común de 1995, toda vez que este último no conllevó modificaciones en el catá-
logo de conductas incriminadas en el Código penal militar. 
A pesar de este estado de cosas, me parece que hay varias razones para pen-
sar que la cuestión de qué es un "delito militar" tiene actualidad y es oportuno 
atenderla. Así, la primera es que el legislador militar no pudo tener en cuenta 
los trascendentales cambios que se han producido en las Fuerzas Armadas (en 
lo..sucesivo, FF.AA.) desde finales de los años ochenta hasta nuestros días, y que 
van desde la profesionalización de los ejércitos hasta la redefinición de las 
"misiones" ;¡ue les competen, pasando por la gradual democratización del régi-
men jurídico aplicable al ejercicio de los derechos fundamentales y libertades 
públicas de los militares. La segunda razón consiste en que, si bien el Código 
penal militar ha sufrido diversas reformas, lo cierto es que una revisión de las 
mismas revela que, en rigor, han sido "soluciones" a problemas considerados 
coyunturalmente urgentes . Así pueden ser calificadas, sólo por poner algunos 
ejemplos, las siguientes reformas: la derogación de los delitos contra la presta-
ción del Servicio militar obligatorio en 1991', la eliminación de la pena de muer-
te en 1995\ y la regulación de la aplicación del Código penal militar a los miem-
bros de la Guardia Civil en 2ooi . En suma, tales modificaciones no han formado 
pa1te de una política integral orientada a adecuar el catálogo de tipos militares 
1 Esta reforma se llevó a cabo, segCm Millán Garrido, ·no por motivos técnico-jurídicos o ele cons-
titucionalidad, sino por razones políticas, ele conveniencia en suma, ante la problemática derivada 
especialmente en relación a los denominados "insumisos"·. Vid., MtLLÁN GAKRIDO, A.: ·L'I reforma ele 
la Justicia militar en el Derecho español·, en Justicia Militar, Barcelona, Ariel , 1." ecl., 2001, p. 4 5· 
2 Al respecto, dan cuenta de la presión ejercida por el movimiento abolicionista ele la pena ele 
muerte, KRAKENBERGER, A.; GELB, B. y MORALES, A.: ·Amnistía Inte rnacional en marcha: el camino hacia 
la abolición de la pena ele muerte en el Código penal militar español•, en: Amnistía Internacional 
(ed.): La pena ele muerte y su abolición en España , Madrid, 1986, pp. t33-t89. 
J Como se sabe, esta reforma tuvo como principal causa las re ite radas demandas que, desde 
un amplio sector de la Guardia Civil , se plantearon al Gobierno para proceder a la ·desmilitariza-
ción• de dicho instituto armado. -vid. , SANDOVAL CoRONADO, ]. C.: Delito militar y Estado democrático 
ele Derecho. A propósito del caso ele la rebe lión, tesis doctoral inédita, Universidad ele Alicante, 2009, 
pp. 685 y SS . 
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a las transformaciones que se han operado en las FF.AA. Finalmente, la tercera 
razón 'es que, desde el punto de vista del Derecho penal material, la coexisten-
cia del Código militar y el Código común sólo tiene sentido en tanto en cuanto 
existan razone~ sólidas para que el primero castigue hoy ciertas conductas y no 
lo haga el segundo. Y esto último también plantea la cuestión de qué es un .. deli-
to militar•. 
Ahora bien, mi interés por el concepto de delito militar no implica que dé 
por buena la pervivencia de una regulación penal castrense paralela a la común, 
sino que, dado que en las actuales circunstancias no parece probable la unifi-
cación de ambas normativas en el Código penal común, lo más aconsejable, en 
mi opinión, es trazar un camino hacia unas fronteras más racionales que las exis-
tentes. Para este fin, un concepto de delito militar dotado de cierto anclaje cons-
titucional y que, además, tenga en cuenta los cambios que se han producido en 
las últimas décadas tanto en la sociedad en general, como en las FF.AA. en par-
ticular, puede ser el punto de partida para elaborar un discurso político criminal 
y la henamienta de política legislativa más fecunda. 
Concretando, como es obligado, esta última idea, propongo un replantea-
miento de los límites entre las legislaciones militar y común utilizando como 
único criterie rector un concepto restrictivo de delito militar, esto es, la conduc-
ta de un miembro de las FF.AA. que lesiona o pone en peligro un .. bien jurídico 
militar•. Ahora bien, para fundamentar y dotar de contenido a este concepto en 
lo que sigue desarrollaré cuatro ideas fuertes: 
a) Las FFAA forman parte de la Administración Pública, en concreto, de la 
.. Administración militar, a la que se alude en el art. 97 CE . 
b) Los ejércitos brindan un «Servicio público uti universi" en un ámbito de la 
·Defensa Nacional". 
e) Los integrantes ele las FF.AA. -actualmente profesionales- son, si bien con 
importantes particularidades, funcionarios públicos. 
el) Los principios constitucionales que rigen la actuación de la Administración 
Pública constituyen el marco axiológico en el que se debe concretar qué 
.. bienes jurídicos militares" merecen tutela castrense. 
2. LA CARACTERIZACIÓN ADMINISTRATIVA DE LAS FUERZAS ARMADAS (ART. 97 CE) 
A pattir de la entrada en vigor de la Constitución de 1978 se intensifica en la 
doctrina administrativa y constitucional un debate sobre cuál es la caracteriza-
ción jurídica de las FF.AA. De acuerdo con las principales posturas enfrentadas e n 
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dicha polémica, la cuestión radica entre caracterizar a las FF.AA. como una .. insti-
tución del Estado· que no está incardinada dentro de la Administración Pública 
o, por el contrario, como un sector ele esta última (en concreto, ele la .. Adminis-
tración militár" a la que alude el art. 97 cE)4. 
En mi opinión, la caracterización administrativa ele las FF.AA. es la interpre-
tación que, en definitiva, mejor se compadece con la inserción constitucional ele 
los ejércitos en el Poder Ejecutivo. En este sentido, dos son los principales argu-
mentos que pueden aducirse. 
El primero es que en el art. 97 CE la expresión ·Administración militar" no sólo 
abarca al aparato burocrático del Ministerio ele Defensa, sino también a los ejér-
citos que, según e l art. 8.1 CE, componen las FF.AA. : el ele Tierra, el del Aire y la 
Armada. Sostener lo contrario -<:omo afirma López Ramón- requeriría una 
.. explicación convincente ele lo dispuesto, a sensu contrario, en los arts. 25.3 y 26 
CE y, además, una caracterización convincente de unas FF.AA. entendidas como 
"algo más" que simple Administración". Y ello porque ambos artículos prohíben 
a la "Administración civil", respectivamente, "in1poner sanciones que, directa o 
subsidiariamente, impliquen privación ele libertad" y, .. organizar tribunales ele 
4 Según ~la inte¡pretación institucional, los ejércitos constituyen una ·institución del Estado·, de 
donde se deriva la caracterización ·institucional· de los mismos. El principal apoyo normativo de 
esta interpretación reside en que las FFAA son mencionadas en el Título Preliminar de la Constitución 
(arr. 8.1 CE) es decir, junto a las "instituciones básicas" del Estado social y democrático de Derecho, 
mas no en e l Título IV de la Constitución , "Del Gobierno y la Administración•. En este sentido, vid. , 
TRILLO-FIGUEROA, F.: ·Las fuerzas armadas en la Constitución espaúola. Esbozo de una construcción 
institucional·, en Revista Española de Derecho Militar, 1979, n. 0 37; FERNÁNDEZ SEGADO, F.: ·La posición 
constitucional de las fuerzas armadas•, en Revista Espaúola de Derecho Militar, 1997, n.0 67 ; SERRANO 
ALBEHCA, J. M.: ·Artículo 8·, en GARRIDO FALLA, F. (dir.): Comentarios a la Constitución , 3' ed., Madrid, 
Civitas, 20or ; CASADO BURBANO, P.: ·Las fuerzas armadas en la nueva Constitución espaúola·, en Revis-
ta Española de Derecho Militar, 1978, n. 0 36; MARTÍNEZ LórEZ-MUNIZ, J. L.: •Fuerzas Armadas y Admi-
nistración Pública•, en Ministerio de justicia (ecl.): Jornadas ele Estudios sobre e l Título Preliminar de 
la Constitución, Madrid , Dirección General del Servicio Jurídico del Estado, t. IV; y LóPEZ GAIUUDO, 
D.: ·La posición constitucional de las fu erzas armadas•, en Revista de Administración Pública, 1983, 
n°5 100-102, vol. 11. En cambio, ele acuerdo con la inte¡pretación administrativa, considerar a las 
FF.AA. como una ·institución· es una tesis ele la que no se derivan consecuencias jurídicas. En rigor -
se afirma- jurídicamente los ejércitos sólo pueden ser caracterizados como una pane de la Admi-
nistración del Estado, que es la ·Administración militw>•. Y a favor ele esta lectura se señala que el 
art. 97 CE atribuye al Gobierno la dirección de la ·Administración civil y militar y la defensa del Esta-
do·. Sobre esta interpretación, vid., LórEZ RAMóN, F.: La caracterización jurídica de las Fuerzas Arma-
das , Madrid , CEC, 1987: Mozo SEOANE, A.: ·Las fuerzas armadas y su ordenamiento jurídico. Una relec-
tura del debate sobre e l a rtículo 8 de la Constitución·, en Revista Española ele Derecho Militar, r995, 
n.0 65; BARCELONA Lwr, ].: ·La organización militar: apuntes jurídico-constitucionales sobre una rea li-
dad estatal•, en Revista de Administración Pública, 1986, n. 0 no; CANOSA USERA, R.: ·Configuración 
constitucional ele la jurisdicción militar•, en Poder Judicial, 1994, n. 0 34; D01c DíAZ, Y.: Jurisdicción 
militar y Estado de derecho. Garantías constitucionales y organización judicial , Alicante, Universidad, 
2003: y ALLI TURRfLLAS, J.-C.: La profesión militar. Análisis jurídico tras la Ley r7lr999, ele 18 ele mayo, 
reguladora del personal ele las Fuerzas Armadas, Madrid , Ministerio de Administraciones Públicas-
INAP, 2ooo. 
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honor". Pues bien, si se sostuviera -añade López Ramón- que la "Administración 
milita¡:;. no incluye a las PF.AA., entonces habría que justificar la profunda dife-
renciación entre el personal burocrático del Ministerio de Defensa y al personal 
militar, ya que·sólo a los segundos podrían recibir sanciones administrativas pri-
vativas ele libertad y estar sujetos a tribunales ele honor. En ausencia de esa 
explicación convincente debe entenderse, según el mismo autor, que la "Admi-
nistración militar .. comprende a las FF.AA.5. Además, según otros autores, no hay 
que perder ele vista que el a11. 97 CE atribuye al Gobierno la "dirección de la 
Administración militar", de modo que si dicho precepto sólo sometiera al Minis-
teri.o de Defensa a la .. dirección" gubernamental, entonces se estaría reconocien-
do tácitamente a las FF.AA. una autonomía que no se compadece con el princi-
pio de supremacía del poder civil sobre el militar, que está plasmado en el mismo 
art. 97 cé. 
El segundo argumento es que el an. 9.2 ele la LO 5i2oo5, de r7 ele noviembre, 
ele la Defensa Nacional (en adelante, LODN), establece que las FF.AA. están inte-
gradas orgánica y funcionalmente dentro del Ministerio ele Defensa. Y lo mismo 
se señala en el art. 1.3 del Real Decreto Ley rn6hoo8, de 4 ele julio, sobre la 
estructura orgánica del Ministerio ele Defensa. En ambos preceptos, por cierto, 
dicho minist<:rio es definido como un "Departamento ele la Administración Gene-
ral del Estado .. . 
3· LA FUNCIÓN PÚBLICA MILITAR, LA «ADMINISTRACIÓN MILITAR", Y LA «DEFENSA NACIONAL» 
Aunque la caracterización administrativa ele las FF.AA. ha pasado desaperci-
bida en la doctrina penal en general, me parece que ele tal interpretación pue-
den extraerse tres ideas que pueden ser útiles, como se verá oportunamente, 
para formular un concepto de .. delito militar ... A continuación me referiré con 
cierto detalle a tales ideas, que son las siguientes: 
5 Ló PEZ RAMÓN, F.: ·Principios de la ordenación constitucional de las fuerzas armadas·, en MAR-
lÍN-RETOHTILLO BAQUEH, S. (coord.): Estudios sobre la Constitución española. Homenaje al Profesor 
Eduardo García de Enterría, Madrid, Civitas, 1991 , t. m, pp. 2.547-2.598. Cabe precisar que los "tribu-
nales de honor· fueron eliminados del ámbito de las FF .AA. Al respecto, vid., DoMíNGUEZ-BERHUETA DE 
JuAN, M.: ·De nuevo sobre los tribunales de honor (La desaparición ele los tribunales ele honor mili-
tares en nuestro o rdenamie nto juríd ico: una operación en consonancia con los postu lados constitu-
cionales)•, e n DoMINGUEZ-BEHRUETA DE ] UAN, M. y otros: Constitución, policía y fuerzas armadas, 
Madrid, Marcial Pons, 1997, pp. U5-183. 
6 Así, vid. , CoTI NO HUESO, L.: ·La resolución de un Largo debate en España . La ple na sujeció n 
del Derecho militar a La Constitución y la superación de clásicos dualismos sobre las fuerzas arma-
das•, en: Revista de Derecho político, 2001, n.0 50, rp. 162-163 y ]IMÉNEZ VILLAHEJO, j.: 'Derechos y debe-
res del milita r profesional e n la Constitución española·. en PÉREZ-SERRABONA GONZÁLEZ, ]. L. (eel .): El 
estatuto profesional del militar del siglo xx1, Granada, Universidad, 2002, pp. 125-157. 
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a) Las FF.AA. brindan un servicio público sui generis que, desde el punto de 
- vista funcional, constituye la función públíca militar. 
La tesis de que la "Administración militar>• -o el sector de la misma que son 
FF.AA.- cumpÍe una función pública militar y que esta forma parte ele la función 
pública en general ha sido recogida en la Ley7 y, además, es compartida por la 
gran mayoría de los tratadistas de Derecho administrativo y de Derecho Consti-
tucional8 Uno de los precursores ele esta tesis es Guaita Ma1torell, quien afirma 
que la actividad ele la Administración Pública -y, por ende, también de la «Admi-
nistración militar·~ no se puede reducir a la •tarea ele equipar, gestionar y pre-
parar, antes bien, es esencialmente una labor teleológica, realizadora de los fines 
que señala la política estatal ... Desde este punto ele vista, el autor define la 
"Administración militar» como el conjunto de órganos públicos cuya actividad 
busca asegurar la "Defensa Nacional ... Al llevar a cabo esta última actividad, 
advierte Guaita, el ejército •no presta un servicio público en sentido estricto, 
pues no lleva a cabo prestaciones a particulares concretos de las que éstos se 
beneficiarían en una medida cierta y conocida .. . En este sentido, afirma que la 
.. f7efensa Nacional es un típico caso de servicio uti universi, en cuanto satisface 
un interés propio de la colectividad, globalmente considerada y no como resul-
tado de la_suma de intereses individuales; el destinatario del servicio de defen-
sa, como en los demás servicios uti universi, es la colectividad en bloque, y el 
7 El art. u de la Ley 17h989, ele 19 de julio, de Régimen del personal militar profesional ele las 
Fuerzas Armadas, indicaba lo siguiente: <>La función ·militar es un servicio del Estado a la comuni-
dad nacional prestado por las Fuerzas Armadas, bajo la dirección del Gobierno para cumplir 
la misión defi nida en el artículo 8.1 de la Constitución··. A su vez, el Preámbulo ele dicha ley definía la 
función pública militar como ·una actividad ele interés público con todas las consecuencias: Subor-
dinación al bien común, sujeción al comrol , de los poderes del Estado y exigencia de una adminis-
tración transparente de los recursos. Constituye, por lo tanto, una parte de la función pública, aun-
que sus peculiaridades obliguen a regularla por normas específicas que, sin embargo, han de basarse 
en principios análogos a los que rigen aquélla•. Aunque las normas que sucedieron a la Ley 17/1989 
-la Ley núm. qh999, de r8 de mayo, de Régimen del personal ele las Fuerzas Armadas, a su vez, 
derogada por la vigente Ley 39/2007, de 19 ele noviembre, de la Carrera militar- no hicieron refe-
rencia a la función pública militar, en mi opinión, es indiscutible que las actuaciones diarias de las 
FF.AA. han seguido y siguen estando subordinadas al bien común, sujetas al control democrático y 
obligadas a la gestión transparente de sus recursos. 
8 Incluso entre los autores que consideran que las FF.AA. son una .. institución básica del Estado· 
que no realizan actuaciones administrativas, se admite que aquéllas cumplen una jimción pública 
militar. Así, por ejemplo, vid. RODRÍGUEZ-VILLASANTE Y PRIETO, j. L.: •La Ley 17/I989, reguladora del 
régimen del personal militar profesional (Ley de la función militar)•, en Revista Española de Dere-
cho Militar, 1989, n.0 54 (t. 1), pp. 173-176. En cualqu ier caso, la inserción orgánica y funciona l ele las 
FF.AA. dentro del Ministerio de Defensa despeja, e n mi opinión, cualquier duda sobre si la función 
pública militar tiene un carácter administrativo. Cuestión distima y que está abierta es la de qué 
modelo de función pública debe presidir la función pública militar en un Estado democrático de 
Derecho. Al respecto, vid. PARADA VAsQUEZ, R.: ·Modelos de función pública y función pública mili-
tar•, en LóPEZ RAMóN, F. (clir.): La función militar en el actual ordenamiento constitucional español , 
Madrid, Trona-Fundación ·Lucas Mallada•, 1995. pp. 19-66. 
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fin de este setvicio se alcanza con sólo su prestación, sin necesidad de relacio-
nes jurídicas ulteriores, pues en este servicio no hay particulares usuarios". En 
definitiva, para el mismo autor, este tipo de servicios «Constituyen una categoría 
ju rí dico-admin(stra ti va ,9 . 
A pesar de que la explicación de Guaita tiene antigua data , la misma es com-
partida por un sector de la doctrina contemporánea, en el sentido de interpre-
tar las actuaciones de las FF.AA. como un «Setvicio público uti universi,10 . Y, a mi 
parecer, también tiene actualidad la idea de Guaita de que "la actividad admi-
nistrativa militar no se agota, por decirlo de algún modo, en una labor mera-
mente burocrática", sino que se orienta esencialmente a la realización de los 
fines de la política estatal en materia de ·Defensa Nacional". 
Esto último se apoya actualmente en el siguiente razonamiento: (i) La deno-
minación ·Administración militar, está referida, fundamentalmente, al Ministe-
rio de Defensa y, p or extensión, a toda su estructura. (ii) El Ministerio de Defen-
sa fue creado .. como un órgano de la Administración Central del Estado 
encargado de la ordenación y coordinación de la política general del gobierno 
en cuanto se refiere a la Defensa Nacional, así como de la ejecución de la poH-
tica militar sorrespondiente•,II, y en la legislación vigente tanto en materia de 
estructura básica del Ministerio de Defensa12 , como de .. Defensa Nacional,,J3, las 
FF.AA. aparecen incardinadas orgánica y funcionalmente en dicho ministerio. (iii) 
Si legalmente el objeto de la "Administración militar>• (o de la parte de la misma 
que son las FF.AA.) es la •.IJefensa Nacional", entonces las actividades de los ejércitos 
9 Por todos, GUAJTA MAHTORELL, A.: Derecho Administrativo especial, 3.' ed., voL 1, Zaragoza, 
Librería General , 1969, pp. 65-69. Las letras cursivas me pertenecen . El autor realiza un esbozo de las 
ideas citadas en: ·La administración militar•, en Revista de Administración Pública, 1952, n. 0 7, pp. 105-
128. 
10 Entre otros, vid., NEVADO MORENO, P. T.: ·Un modelo ele función pública militar. Una reflexión 
sobre la Ley 17h989, de 19 ele julio, sobre Régimen de personal militar profesional y normativa ele 
desarrollo·, en DoMíNGUEZ-BERRUETA DE ] UAN, M. y o/ros: Constitución, policía y fuerzas armadas, cit., 
pp. 187-263; y ALU TURRII.LAS, J.-C. : la profesión mi/ilar ... , cit. , p. 47· 
" Así lo establecía el art. 2 del Real Decreto 1558h977, de 4 de julio. 
12 Vid., e l Rea l Decre to Ley 1126/2oo8, de 4 ele julio (art. q). En igual sentido, vid., los reales 
decretos que precedieron a este último, e n orden cronológico, el 1126/2oo8, ele 4 ele julio (art. 1.3.d); 
el 1551/2oo4, de 25 de junio (art. 1.3.d); el 1/1987, de r de enero (a1t. !); y el 135h984, ele 25 de e nero 
(art. I.2). 
IJ La LODN ele 2005 es la primera norma en materia de ·Defensa Nacional• que expresamente 
incorpora a las FF.AA. en e l Ministerio de Defe nsa. Sin embargo, una interpretación sistemática de la 
normativa anterior a 2005 en la misma materia - la LO 6/r98o, de r de julio, sobre los Criterios Bási-
cos ele la Defensa Nacional y la Organización Militar, moclificaela por la LO r/1984, ele 5 de enero-
permitía llegar a la conclusión ele que, en rigor, las FF.AA. formaban parte ele la ·Administración mili-
tar-, esto es, estaban plenamente integradas en el Ministerio de Defensa. En este último sentido, con 
buenos argumentos, vid., Mozo SEOANE, A.: ·Las fuerzas armadas y su ordenamiento jurídico .. •, cit. , 
pp. 624-627. 
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-con independencia de la labor concreta de cada militar- se pueden considerar 
como un servicio público en el sentido explicado por Guaita. 
b) El servicio público que brindan las FF.AA. está circunscrito a un ámbito de 
la "Defensa Nacional". 
Sostener -como aquí hago- que el objeto de la "Administración militar" es 
garantizar la ·Defensa Nacional" plantea el arduo problema de delimitar ese obje-
to de tutela. En efecto, estamos frente a un concepto de perfiles difusos y, ade-
más, sumamente complejo, fundamentalmente, por dos razones. 
La primera es que, desde el punto de la Constitución, la "Defensa Nacional" no 
es susceptible de recibir una única interpretación. En este sentido, López Aguilar 
sostiene que el texto constitucional tiene una visión .. abieJta" de la .. Defensa 
Nacional", ya que la misma no sólo está referida a los instrumentos militares de 
disuasión, prevención o reacción frente a una agresión que provenga desde el 
exterior. Además, afirma que en la Constitución la "Defensa Nacional" está imbri-
cada con la idea ele .. seguridad", que trasciende la esfera individual. Así, la .. segu-
ridad .. es «integral", ya que se extiende al ámbito .. colectivo" como garantía de la 
normalidad en el funcionamiento ele las instituciones, del disfrute y ejercicio de 
los derechos y libenades constitucionales. De este modo, concluye López Agui-
lar, la "segvriclad integral y colectiva .. se aproxima al concepto ele "seguridad .. que 
emerge del proceso de integración europea y que, por ende, es determinante 
tanto en la política de Defensa española como en la definición de su objetor4. Y 
la segunda razón que explica la amplitud del concepto de "Defensa Nacional" es 
que, a partir de los años ochenta, el ámbito legal de la misma experimenta un 
notable incremento. En efecto, los cambios que se producen en el escenario in-
ternacional -el fin de la .. Guerra Fría" y la consolidación de mecanismos regionales 
ele "seguridad compartida" y .. defensa colectiva .. rL conllevan, en definitiva, la 
superación de la tradicional dicotomía .. seguridad interior" y .. seguridad exterior,'6 
Además, aunque esta ampliación legal no colisiona con la Constitución, lo cie1to 
es que no está acompañada de una concreción conceptual ele los principales 
aspectos que comprende la .. Defensa NacionaV7. 
'4 Vid. , ampliamente tratado, LóPEZ AGUILAR, J. F.: ·Defensa , interés nacional y seguridad colec-
tiva. Acotaciones conceptuales desde e l ordenamiento constitucional', en MoRENO CATENA, V. (ed.): 
Constitución y Derecho público. Estudios en homenaje a Santiago Varela, Va lencia , Tirant lo Blanch-
Fundación Oitega y Gasset-Residencia de Estudiantes, '995, pp. 24r-26o. 
'5 Sobre los cambios en el escenario estratégico internacional, entre otros, vid., Ministerio de 
Defensa: Libro Blanco ele la Defensa 2000, Madrid, Secretaría General Técnica , 2000, pp. 146-r47 y 
PÉREZ Vn.LALOIJOS, M.' C.: ·La configuración constitucional de las Fuerzas Armadas•, en Revista Espa-
ñola de Derecho Militar, 2001 , n. 0 78, pp. 173-174. 
16 L6PEZ R,\Nt6N, F.: •La evolución democrática de la Defensa Nacional·. en Revista Española de 
Derecho Militar, 2006, n.0 87, p. 24. 
17 En efecto, a diferencia de la 1.0 6/J98o, de 1 de julio, sobre los Criterios Básicos de la Defen-
sa Nacional y la Organización Militar, modificada por la LO 1/1984, de 5 de enero , la LODN de 2005 no 
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Dado este estado de cosas, no es razonable pensar que el "servicio uti uni-
versi" que presta la "Administración militar, coincide por completo con este 
ampliado ámbito legal de la "Defensa Nacional". Y no lo es porque, en mi opi-
nión, si no se introduce algún matiz conceptual, entonces estaríamos ante una 
actividad administrativa ele amplísimo espectro y, por tanto, capaz de extender-
se a las más diversas áreas en tanto se verifique su conexión con la ·Defensa 
Nacional". En consecuencia, resulta necesario introducir -como propone con 
acieno un sector de la doctrina- un matiz como el siguiente: el proceso de 
expansión legal del ámbito ele la ·Defensa Nacional, no es un obstáculo para 
afirmar que ha existido y existe un núcleo básico dentro ele la misma. Y ese 
núcleo, según López Ramón18, es una concepción de la "política ele defensa, vin-
culada a la tutela armada de los intereses nacionales, y a1ticulada fundamental-
mente a través de la "política militar". Así, en la "política de defensa, de la LODN 
ele 2005 -opina López Ramón- "permanece el carácter nacional y armado de la 
dej(msa" que, aunque se amplía para comprender la conservación de ,]a paz y 
seg~ridacl internacionales", esto último opera sólo en el .. marco de los compro-
misos contraídos por el Reino de España (art. 2 LOON)I9 y sin perjuicio de que las 
FF.AA. sean el "elemento esencial de la dc¿fensa" (a1t. ro.r LODN)2° A este núcleo debe 
circunscribir~e, a mi juicio, la actuación de la "Administración militar". 
En conclusión, opino que el "servicio uti universi" que presta la "Administra-
ción militar, y, en concreto, las FF.AA., no es todo aquel que está dentro de los 
límites difusos del concepto de "Defensa Nacional". Al contrario, su actuación 
administrativa sólo se encuadra dentro ele un aspecto vital de la "Defensa Nacio-
nak la elaboración y la ejecución de la "política de defensa, y, en este contex-
to, el desarrollo de la "política militar". Así lo confirmarían los dos numerales del 
a1t. 9 LOON: 
define aspectos esenciales como, por ejemplo, la ·Defensa Nacional· y sus finalidades. Entre los auto-
res que han criticado intensamente este déficit conceptual, vid., ALLI TVR IUL!J\S, J.-C.: ·La reforma de 
las leyes militares en e l contexto ele los cambios en la seguridad y la defensa•, en Revista ele Admi-
nistración Pública, 2007, n. 0 174, pp. 570-571 y NAVARRO SANCI-IÍS, F. J.: ·D iez puntos de reflexión sobre 
la Ley Orgánica de la Defensa Nacional•, en Revista jurídica Militar, 2006, n° 15, pp. 2-3. 
18 Vid., LóPEZ RA.\16N, F.: Ibid. , p. 27. Las letras cursivas me pettenecen. 
19 Alt. 2 LODN: "La política de defensa tiene por finaliclacl la protección del conjunto de la socie-
dad española, ele su Constilllción, de los valores superiores, principios e instituciones que en ésta 
se consagran, del Estado social y democrático ele derecho, del p leno ejercicio ele los de rechos y liber-
tades, y de la garantía, independencia e integridad territorial ele España. Asimismo, tiene por o bjeti-
vo contribuir a la preservación de la paz y seguridad internacionales, en el marco de Jos compro-
misos contraídos por el Reino de España•. 
20 Art. ro.r LODN: "Las Fuerzas Armadas son el elemento esencial de la defensa y constituyen una 
entidad única que se concibe como un conjunto integrador de las formas de acción específicas de 
cada uno de sus componentes: el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire•. 
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r. El Ministerio de Defensa es el departamento de la Administración General del 
- Estado al que le corresponde la preparación, el desarrollo y la ejecución de la polí-
tica de defensa determinada por el Gobierno, la obtención de recursos humanos 
y matedales para ello, así como la realización de cuantos cometidos sean necesa-
rios para el cumplimiento ele las misiones que se asignen a las Fuerzas Armadas, 
con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley. 
2. En el Ministerio de Defensa se integran las Fuerzas Armadas, ele forma que 
el conjunto ele la organización adquiera la necesaria vertebración para posibilitar 
la ejecución eficaz ele la política ele defensa y de la política militar. 
e) Las "misiones" que desempeñan las FF.AA. en ·un ámbito de la "Defensa 
Nacional" son actuaciones administrativas 
El texto constitucional asigna a las FF.AA. un conjunto de "misiones" (art. 8.r)2 ', 
término que, en mi opinión, debe ser entendido como alusión genérica a las 
actuaciones que aquéllas deben llevar a cabo en un ámbito -arriba acotado- de 
la "Defensa Nacional, bajo la dirección gubernamental (art. 97 CE), y sin perjui-
cio del control parlamentario. 
Ahora bien, a partir de los años ochenta la concepción cuáles deben ser las 
"misiones, de las FF.AA . experimenta un profundo cambio. En efecto, a las misio-
nes previstas en la Constitución, que podrían denominarse convencionales, se 
suman -aún sin cobertura legal expresa- otras no convencionales, algunas de las 
cuales vienen impuestas por las transformaciones operadas en el escenario polí-
tico y estratégico internacional, a las que ya me he referido. Esto último signifi-
ca que algunos de los nuevos cometidos de las FF.AA. se cifran en la idea ele 
actuar como un factor ele la "estabilidad global,,22. 
En la LODN de 2005 se recogen las "misiones, convencionales y, además, se 
regulan las no convencionales que se venían cumpliendo hasta ese momento. 
Así: 
i) "Misiones• convencionales: garantizar ,]a soberanía e independencia ele Espa-
ña" y defender .. su integridad territorial y el ordenamiento constituciona l" (art. rp 
LODN). 
ii) ·Misiones, no convencionales, que pueden clasificarse en tres grupos: A. Las 
encaminadas a conservar o a restaurar la ·paz, o la "seguridad· internacionales: 
a') Contribuir ·militarmente a la seguridad y defensa de España y sus aliados, en 
el marco ele las organizaciones internacionales de las que forma parte" (art. 15.2, 
21 Art. 8.r CE: ·Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejé r-
cito del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su 
integridad territorial y el ordenamiento constitucional". 
22 PÉREZ VIUALOBOS, M.' C.: ·La configuración constitudonal de las Fuerzas Armadas•, cit. , p. L74· 
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primera parte, LODN); y a") Contribuir .. al mantenimiento de la paz, la estabilidad y 
fa ayuda humanitaria" (art. 15.2, segunda parte, LODN). B. Las de apoyo a los siste-
mas de protección civil: b') Preservar -junto con las Administraciones públicas y 
ou·os órganos estatales- la .. seguridad y bienestar de los ciudadanos· en casos de 
.. grave riesgo, catástrofe, calamidad u otras necesidades públicas" ele acuerdo con 
la legislación vigente (aJt. 15.3 LODN). C. Las orientadas a la protección de ciuda-
danos españoles en el extranjero: e') Evacuar a .. Jos residentes españoles en el 
extranjero, cuando circunstancias ele inestabilidad en un país pongan en grave ries-
go su vida o sus intereses" (art. 15-4 LODN). 
Dejando ele lado, por las limitaciones de este trabajo, algunos problemas rela-
cionados con las "misiones" previstas en la LOO de 20052 3, se suscita la cuestión 
de si todas o, por el contrario, sólo algunas pueden ser consideradas, en rigor, 
como las actividades administrativas que competen a las FF.AA. por el hecho de 
ser parte de la «Administración militar". 
Desde mi punto de vista, la cuestión debe resolverse teniendo en cuenta, 
según la postura aquí asumida, que el objeto de la ·<Administración militar .. es 
brindar -empleando palabras ele GuAITA- un .. servicio uti universi", que está refe-
rido a un ámbito específico ele la ·Defensa Nacional": la ·preparación, el desa-
rrollo y la eje.¡;ución de la política de defensa .. (arr. 9 .1 LODN) y, en este contexto, 
la ejecución de la ·Política militar" (art. art. 9.2 LODN). 
21 Me limitaré a señalar, sin ánimo de exhaustividad, tres problemas. El primero consiste en la 
dificultad para distinguir determinadas •misiones de las Fuerzas Armadas• (art. 15 LODN) de las ·ope-
raciones .. que son necesarias para el cumplimiento de tales cometidos (art. 16 LODN) . En definitiva , 
estamos frente a dificultades interpretativas que nacen del hecho de que la técnica legislativa emple-
ada no es la más afortunada. AJ respecto, vid., Alu TURIULLAS, J.-C.: ·La reforma de las leyes militares 
en el contexto de los cambios en la seguridad y la defensa .. , cit., pp. 569 y ss. El segundo problema 
es que, si bien la toDN pretende cerrar el paso a dete rminadas •misiones militares" como, por ejem-
plo, la participación en la ocupación militar de Irak en 2003, lo cierto es que no procede de la misma 
forma respecto ele cualquier otro tipo de actuación armada en el exterior. En efecto, la LODN exige 
que se cumplan determinadas condiciones -entre otras, la comprobación de la legalidad internacio-
nal de la actuación- antes de realizar ·misiones• en el exterior que no tengan relación directa con 
·la defensa de Espalia o del interés nacional•, pero no impone ninguna condición a las ·misiones· e n 
el extranjero que sí tengan relación directa con ·la defensa de España o del interés nacional". Es 
dudosa, en mi opinión, la justificación que puede tene r esta diversidad de trato , sobre todo, respecto 
de la ·defensa del interés naciona/., toda vez que es un supuesto sumamente ambiguo. Sobre este 
tema, vid., MELEHO ALONSO, E.: ·El militarismo encubierto: las operaciones militares en e l exterior y la 
Ley Orgánica ele la Defensa Nacional·, en: jueces para la Demouacia, 2006, n.0 56, pp. 25 y ss. El ter-
cerproblema está referido al control rarlamentario sobre la ejecución de las .. misiones militares ... A 
diferencia de sus predecesoras, la LODN amplía el margen de intervención del Congreso ele los Dipu-
tados, pero no hasta e l punto -y ahí reside e l problema- de establecer un equilibrio razonable entre 
el Gobierno estatal y dicha Cámara en materia de disposición de las FF.AA. Sobre este tema , entre 
otros, vid., PÉREZ V!LLALOBOS, M.' C.: ·La configuración constitucional de las Fuerzas Armadas·, cit. , p. 
qo; y FEHNÁNDEZ SEGADO, F.: ·El estatuto jurídico-constitucional de las Fuerzas Armadas y su des-
arrollo legislativo. Balance de un cuarto de siglo", en Revista Española de Derecho Constitucional. 
2004, n.0 70, pp. 199 Y 206. 
J UAN CARLOS SANDOYAL 
~arriendo de esta premisa conceptual, pues, las "misiones, que no encajen en 
dicho ámbito específico no serán técnicamente el "servicio público, al que vengo 
aludiendo. 
En ese orden de ideas, opino que no constituyen el "servicio uti universi, arri-
ba descrito dos clases de "misiones, no convencionales: las de apoyo a los siste-
mas de protección civil y las de protección a los ciudadanos españoles en el 
extranjero. Estas son actuaciones que -legítimamente- el legislador impone a las 
H.AA., como parte de una política general de aprovechamiento óptimo de los 
recursos estatales para hacer .frente a situaciones de especial gravedad. 
En cambio, sí forman parte del objeto de la "Administración militar" , en pri-
mer lugar, las «misiones, convencionales y, en segundo lugar, las no convencio-
nales que están referidas a la defensa colectiva y al aseguramiento de la paz 
internacional. Estas últimas, conviene señalarlo, entran de lleno en el ámbito del 
.. servicio uti universi, de las FF.AA . debido, fundamentalmente, a la trascendencia 
que actualmente se concede a las obligaciones internacionales en materia de 
.. s_eguridad compartida" y "defensa colectiva". 
4· LA CONéEPCIÓN DE LOS MILLTA.RES PROFESIONALES COMO FUNCIONARIOS PÚBUCOS 
Las "misiones militares, a las que acabo de hacer referencia han sido e nco-
mendadas por la LODN a unas FF.AA. profesionales. Sin ánimo de exhaustividad, 
la profesionalización de los ejércitos es fruto de un largo y complejo proceso 
todavía necesitado de ajustes, cuya consecuencia más visible es la sustitución del 
Servicio militar obligatorio (en lo sucesivo, SMO) por un sistema de alistamiento 
voluntario24 Ahora bien, la prqfesionalización pretende ser, además, la adopción 
24 En la doctrina se exp lica este cambio por tres clases ele razones. La primera está compuesta 
por las motivaciones ele corácter internocionol y son, en buena cuenta , las que ya he señalado 
comentar la expansión del ámbito legal de la ·Defensa Nacional·. Por este motivo no insistiré en eUas, 
salvo para destacar que las "misiones militares· ele apoyo a la conservación o a la restauración de la 
"paz• o ele la •seguridad" internacionales requieren contar con ejércitos integrados por un personal 
altamente cualificado y ele disponibilidad inmediata. La segundo close está referida a las razones ele 
corácter interno. Entre éstas destaca, en opinión ele Fernánclez Segado, la crisis del SMO, generada 
como consecuencia , entre otros factores, ele! incremento de los objetores ele conciencia y ele la pro-
gres iva insuficiencia de la formación ele los reclutas. Vid. , FERNÁNDEZ SEGADO, F.: ·El nuevo régimen 
jurídico de los militares profesionales: la ley qlt999, ele r8 ele mayo•, en: Revista Espailo la de Dere-
cho Militar, 1999, n.0 74, p. n. Por Cl ltimo, la tercera clase ele motivos se deriva del desarrollo de la tec-
nología militor, que obliga a prescindir ele reclutas ele baja formación , para ciar cabida sólo a los efec-
tivos capaces ele emplear los nuevos y sofisticados medios bélicos. Sin perjuicio de las razones 
ante riores, como explica Frieyro de Lara, la sustitución del SMO también es fruto de la coyuntura polí-
tica, en el sentido ele que es acorclaelo por razones electorales. Vid., FHIEYRO Dio LARA, B.: La profesio-
nalización ele las fuerzas armadas en España, Granada, Universidad ele Almería, 2004, pp. 46 y ss. 
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y pues!a en marcha de un nuevo modelo de FF.AA., según el cual la carrera mili-
tar es concebida como una profesión, con independencia del grado, el empleo 
y la trayectoria, de cada militar2 5. 
En lo que aquí interesa, el proceso de profesionalización de las FF.AA. se ha 
desarrollado siguiendo los dictados de las sucesivas leyes administrativas o de 
personal militar26, las cuales han introducido tres novedades importantes: 
2 5 Entre las numerosas obras y artículos sobre e l p roceso de profesionalización de las FFAA, vid., 
AA.VV.: La profesionalización de los Ejércitos. Un cambio radical para un Estado moderno, Madrid, 
Fundación Cánovas del Castillo, 1996; Con o HUESO, L.: ·El reto ele la profesionalización total ele la 
Administración militar .. , en AA.VV.: Constirució n y nuevo diseno ele las Aclminisrraciones estatal y 
autonómica: XIX Jornadas ele esruclio , Maclricl, Civiras , 1998, pp. 289-313; PÉREZ MORENO, A.: ·La profe-
sionalización ele las fuerzas armadas. Cambios y adaptacio nes internas·, en Cuadernos ele Estrategia, 
1999. n° 104, pp. 6j-9I; Ministerio ele Defensa: Libro Blanco ele la Defensa 2000, cit. ; ASENSIO Gó MEZ, 
J. L.: ·Profesionali zación ele las FAS•, e n PÉHEZ-SEHIWJONA, J. L. (ecl. ): El Estatu to profesional del mili-
tar del siglo >.'Xl, Granada, Universidad , 2002, p p . 33-48; FRIEYI(O DE LAHA, B.: La profesionalización de 
las fuerzas armadas en España, cit. ; NAVAJAS ZuBELDíA, C.: , '·Para nuesrr·a mejor defensa ". La profe-
sionalización ele las fuerzas armadas espanolas (1996-1998)•, en 1-lispania Nova, Revista ele Historia 
Contemporánea, n.0 1 Ú998-20oo) , docume nto en línea, disponible en <http://hispanianova.recliris. 
es/ generaVarriculo/ oo7/ anoo7.htm>. Última consu lta: 30.01. 2010. 
26 El proceso ele profesionalización se desarrolla a través de cuatro normas. En orden crono-
lógico, la prirne¡;a es la Ley núm. q/1989, ele 19 de julio , de Régime n del personal militar profesio-
nal ele las Fuerzas Armadas (e n lo sucesivo. LRPMFAS), que consrituye, si b ien en un sentido amplio, 
e l primer avance hacia la profesionalización. Y esto último porque la LilPMFAS ele 1989 contiene la 
primera regulación general del régimen legal de los militares profesionales, es decir, la de aquellos 
mi li tares que ingresan a filas ele forma voluntaria y reciben una retribución económica por sus "ser-
vicios profesionales•. Ahora bien , aunque la LRPMFAS ele 1989 es un ava nce, no resu lta ser e l paso deci-
sivo hacia la profesionalización, toda vez que no po ne fin a l sistema de incorporación forzosa a filas 
regulado en la Ley Orgánica 13h991, ele 20 ele diciembre. Sobre la LRPMFAS ele 1989, vid., RooHfGUEZ-
YrU.ASANI'E Y PHil:."TO, ]. L.: ·La Ley 17/!989, reguladora del régimen del personal militar profesional (Ley 
ele la función militar)•, cit., y EsCRlllANO TESTAUT, P.: ·La carrera militar tras la Ley 17h989•, en Revista 
Española ele Derecho Militar, 1998, n." 71, pa.ssim. La segunda norma es la Ley núm. 17/r999, de r8 
de mayo, ele Régimen del personal ele las Fuerzas Armadas (en adelante , LR PFAS), q ue deroga la Ley 
de personai-LRPMFA!r de 1989. La nota esencial de la LHPFAS de 1999 consiste, como exp lica Fernánclez 
Segado, e n que se trata de la •"ley de la pro.fesionalización", ya que en e lla se integran por primera 
vez junto a los oficia les y suboficiales, los componentes de tropa y marinería profesiona les; es decir, 
la Ley diseña una concepción unitaria de la carrera militar en todos sus ámbitos". Vid., FERNÁNDEZ 
SEGADO, F.: ·El nuevo régimen jurídico de los milita res profesionales ... •, c it. , pp. 16-17. Sin perjuicio 
ele otros aspectos, hay que destacar que e l colofón natural de la LRPFAS ele 1999 es la suspensión ele 
la prestación de l SMO. Ahora bien, la LRPFAS establece para ta l efecto una fecl1a -el último día del ano 
2002-, pero la misma se adelanta -al parecer por motivos electorales al 31 ele diciembre de 2001-, en 
virtud del Real Decreto nüm. 247/2001, ele 9 de marzo. Sobre la LRPFAS ele 1999, vid. , ALI.l TUHRII.LAS , 
J. -C.: La profesión militar ... , cit. ; y de l mismo: El soldado profesional: estudio de su estatuto jurídico, 
Barcelona, Aranzacli, 2003 , passim. La tercera norma es la Ley nüm. 8/zoo6, de 24 ele abril , ele Tropa 
y Marinería (en adelante, LTM), cuya finalidad principal es promover el al istamie nto voluntario de sol-
ciados y marineros. Para tal efecto, la LTM establece una serie ele mecanismos que aseguren al sol-
dacio y al marinero profesionales una "prolo ngada re lación tempora l .. con las FF.AA. y, en segundo 
lugar, prevé un siste ma de -sa lidas laborales· y ele •medidas socioeconómicas· al té rmino ele la estan-
cia e n filas, ele modo que ·prestar servicio en las Fuerzas Armadas se configure como una opción 
más atractiva• (Exposición ele Motivos). Finalmente, la cuarta norma es la Ley núm. Ley 39/2007, de 
19 ele noviembre, de la Carrera militar (en lo sucesivo, LCM), que deroga -entre otras leye:r la práctica 
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q) La progresiva equiparación de la función pública militar a la civil 
Una constante en las leyes de personal militar ha sido tratar de hacer com-
patible, en Lo posible, el régimen jurídico de los militares profesionales con las 
disposiciones legales que regulan la función pública civil y el sistema educativo 
generaJ27. 
b) La vinculación voluntaria y retribuida de los militares profesionales con 
las H.AA. 
En virtud del proceso de profesionalización, los militares (profesionales), al 
igual que todos los miembros de la Administración Pública, pasan a estar vin-
culados a las FF.AA. por una relación de servicios profesionales que es estableci-
da voluntariamente y que, además, implica una retribución con cargo a los pre-
supuestos generales del Estado. 
e) La regulación del vínculo funcionm7al que une a los militares profesiona-
les con las FF.AA. 
~ Las sucesivas leyes de personal militar han perfilado, de una u otra forma, la 
naturaleza jurídica del vínculo que existe entre los militares profesionales y las 
FF.AA. , en el sentido de que se trata de una relación de servicios profesionales 
regulada por el Derecho administrativo. Sobre esta base, se suscita la cuestión 
de si tales sujetos pueden ser considerados o no como funcionarios o servido-
res públicos. A mi modo ele ver, la cuestión debe ser abordada distinguiendo dos 
clases ele militares jJrofesionales. 
La primera está integrada por los militares profesionales que tienen una rela-
ción de servicios permanente con las FF.AA. o, lo que sería lo mismo, agrupa a los 
oficiales, suboficiales, tropa y marineros de carrera. Según una opinión amplia-
mente compartida por la doctrina28 , este grupo de sujetos reúne todas las carac-
terísticas que definen a un funcionario público en sentido estricto: el nombra-
miento por medio un acto administrativo; la estabilidad y la permanencia en el 
puesto; la posibilidad ele realizar una «trayectoria" o .. carrera profesional"; y la 
retribución económica ele servicios profesionales por parte del Estado29. Por ello, 
totalidad de la IRPFAS (1999). Aunque compane algunos rasgos con las normativas de personal de 1999 
y de 1989, la LCM tiene un perfil propio que se deriva del particular énfasis que pone a la reforma de 
la •carrera militar·. 
2 7 Al respecto, entre otros, vid., PE· ARHUBIA IZA.]. M.': Presupuestos constitucionales de la jim-
ción militar, Madrid, CEC, 2000, pp. 247-248 y 252-255. 
28 Vid., e ntre otros, ALU T u tmH.LAS, J.-C.: La profesión militar ... , cit., p. 99; NEVADO MORENO, P. T.: 
·Un modelo de función pública militar .. . •, cit., pp. 202-203 y 205; y PEÑARRUl!IA IZA, J. M.': Ibid., pp. 
245-246. 
29 Estas notas características son tomadas de FARIÑA BusTo, L.: ·Sobre las situaciones militares•, 
en: Revista Española de Derecho Militar, 1982, n .o 39, p. 107. 
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en definitiva, no caben dudas de que los militares profesionales de carrera son 
funcionarios públicos. 
La segunda,clase es la que comprende a los militares profesionales que com-
pletan temporalmente las plantillas de oficiales (militares de complemento) , así 
como a los efectivos de tropa y marinería profesionales que no tienen una rela-
ción permanente con las FF.AA. La patticularidad de estos sujetos es que, a dife-
rencia de los militares profesionales de carrera, no cuentan entre sus caracterís-
ticas con dos notas fundamentales de cualquier funcionario público: la 
estabilidad en la relación de servicios que mantienen con las FF.AA., y la «tra-
yectoria" o .. carrera militar .. . La ausencia de estas características implica, pues, 
negar de pleno la condición de funcionarios públicos en sentido estricto a los 
militares profesiones de complemento y a los de tropa y marinería temporales. 
Esto último, sin embargo, no supone que tales sujetos carezcan de un determi-
nado estatus funcionarial de carácter muy peculiar. 
Al respecto, Peñarrubia Iza opina que el carácter temporal del vínculo que 
une! los militares de complemento y a los de tropa y marinería no permanen-
tes con las FF.AA. es exclusivo del ámbito castrense y, por lo tanto, "no se puede 
asimilar a las categorías que en la Función civil tienen también un carácter tem-
poral•. En la~Ley de Funcionarios Civiles del Estado, de 7 de febrero de 1964, 
explica el autor, existe la categoría temporal de los funcionarios de empleo, que 
son bien interinos o bien eventuales (arts. 3 y 5), pero que están vinculados con 
la Administración sólo por el tiempo necesario para cubrir una vacante con un 
funcionario de carrera o, para desempeñar cargos de confianza, respectivamen-
te30. Sin embargo, en la legislación de personal militar -adviette- no encajan las 
categorías de interino o eventual, ya que si bien los militares de complemento y 
los de tropa y marinería prestan servicios de forma temporal, lo cierto es que 
lo hacen por medio de la firma de un compromiso, con un plazo conocido y 
fijado legal y reglamentariamente de vigencia máxima. En tal estado de cosas, 
PEÑARRUBIA considera que la "naturaleza jurídica del compromiso, por el cual se 
vincula el militar retribuido y temporal con la Administración militar .. , es la de 
un ""tertium genus" con respecto a las categorías de funcionarios de carrera y de 
funcionarios de empleo ... En este sentido, brinda la siguiente explicación: 
El ·militar de carrera -dice-, como los funcionarios de igual carácter, adquiere 
su condición de tal por el nombramiento que realiza la Administración que, si es 
Jo Cabe indicar que los preceptos de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, de 7 de febre-
ro de 1964, que regulaban el estatuto de los funcionarios de empleo (eventuales e interinos) han sido 
derogados por la Disposición derogatoria única de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto básico 
del Empleado público. 
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la Militar, recibe la forma y denominación de primer empleo efectivo. Antes ele 
recibir el primer empleo efectivo, el sujeto tenía condición de militar, pero no lo 
era todavía de carrera , sino que era alwnno o cadete, aunque tuviera reconocido 
un empleo ele oficial , lo cual tiene semejanza con lo que ocurre en la Función 
pública civil. Sin embargo, la situación del militar temporal y retribuido no es seme-
jante a la de los funcionarios públicos de empleo, ya que no tiene carácter eventual 
ni interino, sino que es plenamente militar y realiza los cometidos propios del Cuer-
po al que pertenece del mismo modo que los militares de carrera ... 
En ese orden de ideas, en relación con la naturaleza jurídica del compromi-
so que suscriben los militares de complemento y los de tropa y marinería no per-
manentes, Peñarrubia concluye que estamos ante 
una figura de función pública específica del ámbito militar en nuestro Derecho 
Administrativo, que es la de funcionarios de condición plena, pero de carácter tem-
poral, a los que se vincula a la Administración mediante un acto-condición con 
una limitación en el tiempo, pero no en el contenido, puesto que estos militares lo 
son plenamente durante el lapso de vigencia su "compromiso", lo que les diferencia 
también, de los jimcionarios interinos31. 
La interpretación de Peñarrubia que, en lo fundamental aquí sigo, permite 
formular !_a siguiente conclusión: todos los militares profesionales tienen una 
relación o un vínculo jurídico-funcionarial con las FF.AA. o, mejor dicho, con un 
sector de la ·Administración militar" y, además, pueden ser reputados -si bien 
con importantes particularidades- como funcionarios públicos. 
5· EL CONCEPTO DE «BIEN JURÍDICO MILITAR» INTERPRETADO A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES QUE RIGEN LA ACTUACIÓN DE LA «ADMINISTRACIÓN MILITAR» 
La caracterización administrativa de las FF.AA. profesionales (y ele sus "misio-
nes,) es un enfoque que también puede resultar útil para interpretar el concep-
to de "bien jurídico militar". Ahora bien, antes de entrar en materia me parece 
necesario dar cuenta de dos problemas que, de una u otra manera, pueden sus-
citarse en relación con dicho enfoque. 
El primero consiste en si es relevante definir qué es un "bien jurídico militar, 
desde una perspectiva tal o, en todo caso, si no es más fecundo interpretar el 
objeto formal en cada tipo penal militar32. Al respecto, creo que la opción por 
JI Vid., I'EÑARHUBIA IZA, J. M.': Presupuestos constitucionales de la función militar ... , cit. , pp. 239-
241. Las letras cursivas me pertenecen. 
32 Planteando la cuestión de forma similar, vid., DE LEóN VILLALBA, F. J.: ·Convivencia del Dere-
cho penal y el Derecho sancionador militar•, en la obra coordinada por el mismo, Derecho penal y 
disciplinario militar, Valencia , Tirant lo Blanch , 2006, p. rJ. 
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concretar un concepto de .. bien jurídico militar" adquiere sentido a partir del 
momeñto en que se constata que, en el derecho positivo castrense, se protegen 
valores que difícilmente pueden ser reputados como militares. Esto último se 
aprecia, por poner algunos ejemplos, en el caso de los denominados .. delitos 
contra la Administración de la justicia militar .. (arts. r8o a r88), y en el ele los crí-
menes de guerra (arts. 69 a 78). 
El segundo y último problema está relacionado con el ya estudiado concep-
to ele .. Defensa Nacional", así como con las .. ffiisiones" (o actuaciones adminis-
trativas) de los ejércitos en el seno de la ·<Administración militar>•. Debido a la 
complejidad ele estos temas, a graneles rasgos recordaré, en primer lugar, que a 
partir ele los años ochenta, el listado ele las "misiones" militares experimenta una 
ampliación que se consolida en la LODN ele 2005 y, además, que esa misma am-
pliación se efectúa al amparo de la progresiva expansión del concepto de la 
·Defensa Nacional"; este último proceso no colisiona con la Constitución. En 
segundo lugar, a pesar de la expansión de su ámbito legal, ha existido y existe 
un núcleo básico ele la .. Defensa Nacional", que se articula en torno a la elabo-
ración y ejecución de la "política de defensa" y, dentro de ésta, a su vez, en la 
"política militar" referida a la tutela armada de los intereses nacionales. A dicho 
núcleo básico. la LODN de 2005 añade la conservación de la "paz y seguridad inter-
nacionales". En tercer lugar, el objeto o la actividad ele la ·<Administración mili-
tar .. -a la que pertenecen las FF.AA.- se encuadran dentro del mentado núcleo 
básico. En este sentido, sólo las .. misiones" ele los ejércitos que están referidas al 
objeto ele la ·Administración militar, serán -empleando palabras ele Guaita- un 
"servicio uti universi" prestado a la colectividad. En concreto, tales «misiones" son: 
(i) Garantizar .. [a soberanía e independencia ele España y defender ·su inte-
gridad territorial y el ordenamiento constitucional" (arts. 8.1 CE y rp LODN). (ii) Con-
tribuir "militarmente a la seguridad y defensa de España y sus aliados, en el marco 
de las organizaciones internacionales de las que forma parte" (art. r5.2, primera 
parte, LODN). (iii) Contribuir .. a] mantenimiento de la paz, la estabilidad y la ayuda 
humanitaria" en el "marco ele los compromisos contraídos por el Reino de Espai'ia" 
(arts. 2 , segunda parte, y rp, segunda parte LODN). 
En atención a los recordatorios precedentes es comprensible que se suscite 
la cuestión de si la ·Defensa Nacional" puede ser considerada como un .. bien 
jurídico militar .. o, si se prefiere, el valor castrense por excelencia. Desde mi 
punto de vista la re~puesta debe ser negativa. Y ello porque aun acotando el con-
cepto de "Defensa Nacional" en los términos anteriores -la tutela armada de los 
intereses nacionales y la estabilidad internacional- estamos frente a una noción 
extremadamente amplia, siendo capaz, por tanto, de involucrar tantas realidades 
como, por ejemplo, intereses nacionales existan. 
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También resulta problemática la interpretación en clave de "bien jurídico mili-
tar .. 'de los valores que se busca garantizar en cada una de las "misiones .. que 
constitucional y legalmente se asignan a las FF.AA. Y es problemática porque la 
función pública militar, al igual que la civil, tiene por objeto velar por los inte-
reses públicos en el ámbito de su competencia . Desde esta perspectiva, por 
poner algunos ejemplos, la "independencia" del Estado o su "ordenamiento cons-
titucional democrático" o su "integridad territorial" son valores que en modo 
alguno pueden ser considerados militares. La única relación que con ellos man-
tiene la "Administración militar .. es la que el Gobierno determine de acuerdo con 
el art. 97 CE y con la legislación pertinente (entre otras, la LODN), y bajo el con-
trol parlamentario. 
Ahora bien, pese a que ni el concepto de la ·Defensa Nacional» ni el catálo-
go de las "misiones .. de las FF.AA. son en sí mismos indicativos de lo que es un 
"bien jurídico militar .. , a mi parecer, existe una relación esencial entre aquéllos y 
éste. 
Desarrollando esta última idea, hay que tener en cuenta -como explica Alli 
!urrillas- que los funcionarios militares están "la mayor parte del tiempo en 
situación ele espera y preparación" para el cumplimiento de su principal misión: 
"garantiZai" un ámbito ele la Defensa Nacional". Ello, además, sabiendo que su 
sola presencia coadyuva a su cometido33. Por lo tanto, es más que razonable 
pensar que la función pública militar se cumpliría en dos escenarios relaciona-
dos, pero autónomos. 
El primero es la constante instrucción y capacitación de los ejércitos en todos 
sus niveles organizativos para poder emplear, de forma eficaz y dentro de la lega-
lidad, la fuerza armada con el fin de proteger intereses públicos (la soberanía e 
independencia del Estado, la integridad ele su territorio, etc.). Asimismo, esta 
labor de continua preparación también está dirigida a estar en condiciones de lle-
var a cabo operaciones de mantenimiento de la paz y ele la estabilidad interna-
cional, así como de ayuda humanitaria. Y el segundo escenario es el que corres-
ponde al desarrollo bien de una acción bélica con las características y finalidades 
que arriba he señalado o, en su caso, a la realización de operaciones internacio-
nales de aseguramiento de la paz internacional, o de carácter humanitario. 
El hecho de que sólo las intervenciones de paz y las ele carácter humanita-
rio sean las únicas que se vengan desarrollando en nuestros días34, en modo 
alguno pone en duda la existencia y el cumplimiento de la función pública militar. 
33 Vid. , Aw TtmRJLLAS, J.-C.: La profesión militar ... , cit., p. 84- Las letras cursivas me pertenecen. 
34 Una visión actualizada ele las ·misiones .. realizadas por tropas españolas en el exterior, así 
como un listado ele las realizadas con anterioriclacl y la clasificación ele las mismas, vid. , 
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En efecto, si se conviene con Guaita, en que la actividad de la Administración 
es eseñcialmente "una labor teleológica, realizadora de los fines que señala la 
política estatal,35, no pueden existir dudas sobre el hecho de que en el ámbito 
militar la funcfón pública se desarrolla siempre que se constate una actividad 
orientada teleológicamente a satisfacer sus fines específicos. Es en este contex-
to, a mi modo de ver, en el que debe situarse la labor de definir qué es un "bien 
jurídico militar". 
Entrando en materia, desde el momento en que se admite, como aquí lo 
hago, que las FF.AA. están incardinadas dentro de la "Administración militar .. , los 
militares profesionales son -aún con sus particularidades- reputados funciona-
rios públicos y sus actividades son actuaciones administrativas C.·uti universi .. ), 
debo situar el tratamiento conceptual del "bien jurídico militar" en el plano de 
los principios constitucionales que instruyen la Administración Pública (arts. 9.1 
Y 3, 23.2, 103 y 106 CE) . 
Ahora bien, aunque son varios los principios constitucionales que presiden 
con la misma intensidad la actividad ele todos Jos sectores de la Administración 
Pública -así, por ejemplo, el .. servicio con objetividad a los intereses generales" y 
el "sometimiento pleno a la ley y al Derecho·-, lo cierto es que otros sufren cier-
tas modulaciónes o, si se prefiere, exacerbaciones tratándose ele la ·Administra-
ción militar .. , tal como sucede con los de .. eficacia" y ele "jerarquía". Esto último es 
fruto ele la trascendencia ele la actividad ele las FF.AA. o, lo que es lo mismo, de 
la relevancia de la función administrativa ( .. uti universi .. ) que les compete. En 
efecto, para garantizar un aspecto vital ele la ·Defensa Nacional" las FF.AA. requie-
ren mayores niveles ele eficacia que los exigidos en otros sectores ele la Admi-
nistración Pública, así como una estructura intensamente jerarquizada36 
Dado este estado ele cosas, parece razonable afirmar que la aplicación en el 
ámbito militar ele los principios constitucionales que rigen la Administración 
<http:/ / www. mde.es/ ./ contenido.jsp?id_nodo= 426r&&&keyword=&auditoria = F>, última consulta : 
30.01.2010. 
35 GUAITA MARTORELL, A.: Derecho Administrativo especial, 3." ed., vol. 1, cit., p. 65. Las letras cur-
sivas me pertenecen. 
36 En este sentido, - ilustrativa- la opinión de Blanquer. Según este autor, los principios que diri-
gen la actuación de la Administración Pública deben ·modularse• para guiar el funcionamiento de 
las FFAA, dada la patticular •trascendencia del servicio público de la Defensa Nacional• . ·La eficacia 
de los Ejércitos -añade- no tiene la misma dimensión que la eficacia de otros servicios públicos•, 
que se •explica en atención a la circunstancia de que mientras otros servicios administrativos tienen 
justificación aunque no sean absolutamente eficaces (la ordenación pública del tráfico rodado tiene 
sentido aunque no se eviten siempre los atascos), el mantenimiento de un Ejército sólo se explica 
si se garantiza su eficacia frente a cualquier evento•. BLANQUER, D.: Ciudadano y soldado. La Consti-
tución y el servicio militar, Madrid, Civitas, 1996. pp. 216-217. Las letras cursivas pertenecen al texto 
citado. 
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Pública pasa por una suerte de tamiz, que no es otro que el objeto de la «Admi-
nistt~ación militar", esto es, desempeñar una función administrativa «Uti univer-
si, en un ámbito de la 'Defensa Nacional". Y si a lo anterior se añade la tesis de 
Guaita de qt1e la actividad de la Administración Pública es esencialmente "una 
labor teleológica, realizadora de los fines que señala la política estatal", me pare-
ce razonable pensar que todos aquellos principios constitucionales que sean 
esenciales para realizar el objeto de la "Administración militar, serán, pues, 
importantes para definir qué es un "bien jurídico-militar". 
En ese orden de ideas, el "bien jurídico militar, podría definirse como un 
valor que puede inferirse de determinados principios constitucionales que 
adquieren un perfil particular en sede de la "Administración militar", y que mere-
ce tutela penal porque asegura que dicha Administración (o la pa1te de la misma 
que son las FF.AA.) cumpla sus funciones en el ámbito de su competencia, esto 
es, en una parcela de la "Defensa Nacional". 
Si bien admito que es una definición bastante genérica, lo cierto es que la 
misma podría ser útil, por un lado, para señalar un común denominador -que 
actualmente no puede inferirse de la legislación penal militar- para los valores 
de carácter castrense y, por otro lado, para dar un claro anclaje constitucional a 
esos mismos intereses. Ahora bien, quiero llamar la atención sobre el hecho de 
que, en la definición formulada, los principios constitucionales operan como un 
punto de partida o, si se prefiere, como un referente axiológico para concretar 
lo que podría ser un objeto de tutela penal de carácter militar. En este sentido, 
de un "modulado, o "exacerbado, principio de jerarquía (art. ro3.1 CE) se podrí-
an inferir sin dificultad valores cifrados en las ideas de mando y ele disciplina 
militares. Igualmente, de un tamizado principio ele eficacia (art. 103.1 CE) se 
puede inferir el valor que se engloba en la expresión servicio militar. 
En relación con los "bienes jurídicos militares, que acabo de mencionar 
-mando, disciplina y servicio militares- es necesario formular, sin ánimo de 
exhaustivic\ad, algunas consideraciones generales que contribuyan a una tutela 
racional de los mismos en una legislación castrense. En primer lugar, la protec-
ción penal ele estos valores debe responder a los principios ele fragmentarieclad 
y subsic\iariec\acl, máxime si es posible recurrir -en los supuestos de menor gra-
vedad- a la legislación disciplinaria militar. En segundo lugar, tales bienes jurí-
dicos están estrechamente relacionados entre sí y, además, tienen un contenido 
sumamente ambiguo, lo que exige tanto una ardua labor ele concreción con-
ceptual, como el empleo de una depurada técnica legislativa. En tercer lugar, 
son valores que tienen un carácter instrumental, lo que equivale a decir que su 
protección debe responder al hecho de que estén conectados, teleológicamen-
te, con el desempeño de la función pública militar. En cuarto y último lugar, el 
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hábitat subjetivo-profesional al que pertenecen estos valores es el que corres-
ponde 'a quienes tienen la condición ele militares profesionales, y desarrollan las 
funciones administrativas •uti universi" de las FF.AA. 
6. CONCLUSIÓN 
Las razones que he formulado y desarrollado en este trabajo me permiten 
defender la tesis de que el concepto de "delito militar .. puede ser interpretado 
restrictivamente, esto es, como la conducta de un militar profesional que lesio-
na o pone en peligro un "bien jurídico militar .. . Esta noción y sus fundamentos 
tienen una especial relevancia en el ámbito de la política criminal y de la polí-
tica legislativa, toda vez que, por un lado, ponen de manifiesto que no es acon-
sejable o, incluso, que no es correcto proceder a la incriminación castrense de 
conductas soslayando, entre otras cuestiones, las referidas a ¿cómo caracterizar 
jurídicamente las FF:AA.?, ¿cuál es la naturaleza jurídica de las funciones que desem-
peña_n?, ¿cuál es el estatuto jurídico de los militares? y ¿cuáles son los principios 
constitucionales que regulan el ámbito castrense? Y, por otro lado, plantean la 
necesidad de reformular las fronteras entre la legislación penal ordinaria y la 
legislación pénal militar, toda vez que la demarcación actual entre ambas no ha 
tenido en cuenta tales cuestiones. 
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